RESUMEN 

de la

ACCIÓN PÚBLICA DE INCONSTITUCIONALIDAD

ACCIÓN ECOLÓGICA, en desarrollo de los deberes ciudadanos de respetar los derechos humanos y luchar por su cumplimiento; de respetar los derechos de la naturaleza y preservar un ambiente sano; de practicar la justicia y la solidaridad en el ejercicio de los derechos; y, de participar en la vida cívica y comunitaria del país, emanados del artículo 83 de la Constitución, presentó una  acción pública de inconstitucionalidad del siguiente cuerpo normativo: el Código Civil, los Decretos Ejecutivos 3054 del 2002, 610 del 2007, 982 y 1389 del 2008 y el Acuerdo Interministerial 004 de marzo de 2009. 

Con relación al Decreto Ejecutivo 982 del 25 de marzo de 2008, este señala que las ONG pueden serán sujetas de control y posible clausura en caso de comprometer la seguridad o los intereses del Estado, así como como contravenir reiteradamente las disposiciones emanadas de los Ministerios y organismos de control y regulación. Para esto, las fundaciones o corporaciones están obligadas a proporcionar las actas de asambleas, informes económicos, informes de auditoría y memorias aprobadas, o cualquier otra información que se refieran a sus actividades, requerida de manera anticipada y publica a los distintos ministerios y organismos de control y regulación, así mismo tendrán la obligación de facilitar el acceso a los funcionarios competentes del Estado para realizar verificaciones físicas. (Art. 27).

1. AUTORIDADES IMPUGNADAS

· En lo referente al Código Civil: la Asamblea Nacional

· En lo referente a los Decretos Ejecutivos: la Presidencia de la República

· En lo referente al Acuerdo Interministerial, al Consejo Sectorial de Política Social presidido el Ministerio de Coordinación y Desarrollo Social

2. NORMAS CONSTITUCIONALES VIOLADAS 

	ART. 
	DETALLE 

	3
	Deberes primordiales del Estado: garantizar sin discriminación alguna el

efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos

internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y

 el agua para sus habitantes. 8. Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz,

 la la seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de corrupción.



	9
	Las personas extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán los mismos derechos y deberes que las ecuatorianas.

	11
	Principios para el ejercicio y cumplimiento de los derechos (igualdad de derechos, prohibición de restringir el contenido de los derechos ni de las garantías

constitucionales

, progresividad)

	14
	Se reconoce el derecho de la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay. Se declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país, la prevención del daño ambiental y la recuperación de los espacios naturales degradados.

	16
	Todas las personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho a una comunicación libre, intercultural, incluyente, diversa y participativa, en todos los ámbitos de la interacción social, por cualquier medio y forma, en su propia lengua y con sus propios símbolos. 

	18
	Todas las personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho a buscar, recibir, intercambiar, producir y difundir información veraz, verificada, oportuna, contextualizada, plural, sin censura previa acerca de los hechos, acontecimientos y procesos de interés general, y con responsabilidad ulterior. 

	20
	El Estado garantizará la cláusula de conciencia a toda persona, y el secreto profesional y la reserva de la fuente a quienes informen, emitan sus opiniones a través de los medios u otras formas de comunicación, o laboren en cualquier actividad de comunicación. 

	23
	Las personas tienen derecho a acceder y participar del espacio público como ámbito de deliberación, intercambio cultural, cohesión social y promoción de la igualdad en la diversidad. El derecho a difundir en el espacio público las propias expresiones culturales se ejercerá sin más limitaciones que las que establezca la ley, con sujeción a los principios constitucionales. 

	33
	El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base de la economía. El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o aceptado. 

	61
	Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan del derecho a fiscalizar los actos del poder público. 

	66
	Se reconoce y garantizará a las personas el derecho al libre desarrollo de la personalidad; el derecho a opinar y expresar su pensamiento libremente y en todas sus formas y manifestaciones; el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que impone el respeto a los derechos; el derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria; el derecho a dirigir quejas y peticiones individuales y colectivas a las autoridades y a recibir atención o respuestas motivadas. No se podrá dirigir peticiones a nombre del  pueblo; el derecho a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, libre de contaminación y en armonía con la naturaleza; también los derechos de libertad incluyen  el que  ninguna persona pueda ser obligada a hacer algo prohibido o a dejar de hacer algo no prohibido por la ley. 

	71
	(...) El Estado incentivará a las personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que protejan la naturaleza, y promoverá el respeto a todos los elementos que forman un ecosistema. 

	76
	En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso.

	82
	 El derecho a la seguridad jurídica

	83
	Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones legítimas de autoridad competente, defender la integridad territorial del Ecuador y sus recursos naturales, respetar los derechos humanos y luchar por su cumplimiento, respetar los derechos de la naturaleza, preservar un ambiente sano y utilizar los recursos naturales de modo racional, sustentable y sostenible, promover el bien común y anteponer el interés general al interés particular, conforme al buen vivir, practicar la justicia y la solidaridad en el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de bienes y servicios, conservar el patrimonio cultural y natural del país, ycuidar y mantener los bienes públicos, participar en la vida política, cívica y comunitaria del país, de manera honesta y transparente. 

	85
	(...) En la formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas yservicios públicos se garantizará la participación de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades.

	96
	Se reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular para desarrollar procesos de autodeterminación e incidir en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de gobierno, así Como de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios públicos. Las organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y  sus formas de expresión; deberán garantizar la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes y la rendición de cuentas. 

	98
	Los individuos y los colectivos podrán ejercer el derecho a la resistencia frente a acciones u omisiones del poder público o de las personas naturales o jurídicas no estatales que vulneren o puedan vulnerar sus derechos constitucionales, y demandar el reconocimiento de nuevos derechos.

	275
	El buen vivir requerirá que las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades gocen efectivamente de sus derechos, y ejerzan responsabilidades en el marco de la interculturalidad, del respeto a sus diversidades, y de la convivencia armónica con la naturaleza

	276
	El régimen de desarrollo tendrá los siguientes objetivos: fomentar la participación y el control social, con reconocimiento de las diversas identidades y promoción de su representación equitativa, en todas las fases de la gestión del poder público

	277
	Para la consecución del buen vivir, serán deberes generales del Estado:Garantizar los derechos de las personas, las colectividades y la naturaleza.

	395
	La Constitución reconoce los siguientes principios ambientales:  El Estado garantizará la participación activa y permanente de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades afectadas, en la planificación, ejecución y control de toda actividad que genere impactos ambientales. 

	417
	Los tratados internacionales ratificados por el Ecuador se sujetarán a loestablecido en la Constitución. En el caso de los tratados y otros instrumentosinternacionales de derechos humanos se aplicarán los principios pro ser humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de cláusula abierta establecidos en la Constitución

	424
	La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público. 


3. INSTRUMENTOS  INTERNACIONALES

· Declaración sobre los defensores de derechos humanos adoptada por la asamblea general de naciones unidas, el 9 de diciembre de 1998

· Recomendaciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas contenidas en la

· Resolución 60/161. Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales  universalmente reconocidos

· Recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos derivadas del informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las América

· Diversos Informes del Representante Especial del Secretario General sobre la cuestión de los defensores de los derechos humanos.

4. FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA 

Corresponde ahora preguntarnos si el cuerpo normativo impugnado se identifica con alguno o varios de estos patrones de vulneración del derecho de asociación de las y los defensores de los derechos humanos en el Ecuador. 

4.1. Naturaleza de la defensa de los derechos humanos, defensores de estos derechos y 

responsabilidad internacional de los Estados

La defensa de los derechos humanos constituye un deber que toda persona tiene para con su comunidad y entorno y ha sido establecido en diversos instrumentos, desde la misma Declaración  Universal de los Derechos del Hombre que en su artículo primero precisó que “todos los seres  humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razon y  conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”. 

La relevancia de la actividad de quienes defienden los derechos humanos motivó a que en el seno de las Naciones Unidas se adoptara un instrumento de reconocimiento explícito de su labor y para efecto de su protección: “Lo primero consistió en definir oficialmente la “defensa” de los derechos humanos como un derecho en sí mismo y reconocer a las personas que trabajan en favor de esos derechos como defensores de los derechos humanos”. 

Como herramienta de su labor encontramos una definición amplia de las y los defensores de los derechos humanos, de su quehacer y ámbitos de trabajo: 

“La persona que actúe en favor de un derecho (o varios derechos) humano(s) de un  individuo o un grupo será un defensor de los derechos humanos. Estas personas se  esfuerzan en promover y proteger los derechos civiles y políticos y en lograr la promoción,  la protección y el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Los defensores abordan cualesquiera problemas de derechos humanos, que pueden comprender desde las ejecuciones sumarias hasta la tortura, la detención y prisión arbitrarias, la mutilación genital de las mujeres, la discriminación, las cuestiones laborales, las expulsiones forzadas, el acceso a la atención sanitaria o los desechos tóxicos y su impacto en el medio ambiente. Los defensores actúan en favor de derechos humanos tan diversos como el derecho a la vida, la alimentación y el agua, el nivel más alto posible de salud, una vivienda adecuada, un nombre y una nacionalidad, la educación, la libertad de circulación y la no discriminación. Algunas veces defienden los derechos de categorías de personas, por ejemplo, los derechos de la mujer, el niño, los indígenas, los refugiados y desplazados internos, y de minorías nacionales, lingüísticas o sexuales”. 

El Sistema Interamericano de Derechos humanos, por su parte, también ha destacado la importancia  de la defensa de los derechos y del papel de los defensores destacando “que la protección y  promoción de los derechos humanos es una labor legítima y que, al ejercerla, los defensores de los  derechos humanos contribuyen decididamente al fortalecimiento de las instituciones democráticas  y al perfeccionamiento de los sistemas nacionales de derechos humanos” 

La Asamblea Genral de la OEA en su Resolución 18185 solicitó a la Comisión Interamericana de  Derechos Humanos -CIDH- “que continúe prestando la debida atención a la situación de los  defensores de los derechos humanos en las Américas y que considere la elaboración de un estudio  integral sobre la materia que, entre otros aspectos, caracterice sus labores para su análisis en las  instancias políticas pertinentes”, por lo que el Secretario General tomó la decisión de crear una  Unidad para Defensores de Derechos Humanos como parte integrante de las Relatorías que tiene la  CIDH. 

Resumen de las obligaciones de los Estados frente a los defensores de  los derechos humanos agrupándolas en las obligaciones de respeto, protección y garantía de los 

derechos universalmente reconocidos: 

· Obligación de Respeto. Comporta la abstención del Estado de realizar acciones que impidan la actividad de defensa de los derechos humanos. 

· Obligación de protección: Comporta la realización de acciones positivas para garantizar la labor de defensa de los derechos humanos.

· Obligación de Garantía: Se constata una vez ha ocurrido un hecho atentatorio o violatorio de los derechos de los defensores, y es entonces cuando los Estados deben adoptar las medidas necesarias.

Corresponde plantear la pregunta de si el cuerpo normativo impugnado constituye un incumplimiento de alguna o algunas de las obligaciones internacionales del Estado frente al derecho  de defensa de los derechos humanos y si esto se traduce en su inconstitucionalidad en el  ordenamiento interno. 

4.2. Defensores de Derechos humanos, Organizaciones de carácter No Gubernamental y 

ejercicio del derecho de asociación

La CIDH ha caracterizado la actividad de promoción y protección de los derechos humanos a partir de tres dimensiones. La primera es la individual y “se desarrolla a través del ejercicio de los derechos individuales universalmente reconocidos”; la segunda es colectiva, desarrollada mediante el ejercicio de los derechos de asociación, el de reunión o algunas dimensiones de la libertad de expresión; la tercera es social, en tanto “el fin que motiva la labor de las defensoras y defensores incumbe a la sociedad en general y busca el beneficio de ésta, por ello, cuando se impide a una persona la defensa de los derechos humanos, se afecta directamente al resto de la sociedad”.

El caso que nos ocupa tiene asiento en la dimensión colectiva de la labor de defensa de los derechos humanos, pues,  omo se verá en lo sucesivo, el cuerpo normativo impugnado limita a través de la censura de los derechos de libre expresión y de reunión, el de asociación de las/ los defensores de  derechos humanos en organizaciones no gubernamentales para promoción de los derechos  reconocidos en la Constitución y en instrumentos internacionales, lo cual es sumamente grave pues 

“la libertad de asociarse, en el caso concreto de las defensoras y defensores de  derechos humanos, constituye una herramienta fundamental que permite ejercer de  forma plena y cabal la labor de éstos, quienes de manera colectiva pueden lograr  mayor impacto en sus tareas. En consecuencia, cuando un Estado obstaculiza este  derecho, en cualquiera de sus esferas, no sólo restringe la libertad de asociación, sino  que obstruye la labor de promoción y defensa de los derechos humanos”.

La Representante Especial para los Defensores de los Derechos Humanos (en lo sucesivo ha especificado el contenido del derecho de asociación y su ubicación en el derecho internacional de los derechos humanos. 

Así mismo, ha identificado prácticas de los Estados que limitan este derecho y que pueden reflejarse en la instrumentalización de la legislación en materia de seguridad y de la actividad judicial en esa materia y que incluye: 

· Utilización de la legislación relativa a la seguridad, el orden público, la difamación y el libelo como medio para hostigar o castigar a los defensores por las actividades que llevan a cabo.

· Adopción de legislación posterior a 2001 en la que “las consideraciones relacionadas con la lucha contra el terrorismo y la seguridad 

· Utilización de los requisitos del registro de las organizaciones para reunir información con fines de inteligencia. 

· Injerencia indebida en las actividades de las organizaciones principalmente a través de la Fuerza Pública ya sea para impedirlas o para realizar vigilancia invasiva, que va desde vigilancia de las reuniones, conferencias, seminarios hasta las redadas para confiscar equipos o incautar “información confidencial, en particular testimonios de víctimas testigos y listas de nombres (...) que puede llevar a que las personas cuyos nombres  figuran en los documentos sean perseguidas” o para realizar interceptaciones ilegales de  las comunicaciones de las y los defensores. 

· Utilización de restricciones “razonables” como medio para limitar o denegar los registros de las organizaciones tales como prohibir las organizaciones que muestren síntomas de “extremismo” o “radicalismo” en sus actividades, planes o afirmaciones, prohibir las actividades que “amenazan la unidad nacional,” “infringen los códigos público y moral” o son “de carácter político”, disolver organizaciones por realizar actividades “que ponen en peligro la integridad y la seguridad del Estado, promover la guerra o el odio por motivos raciales, nacionales y religiosos o constituir una amenaza para el bienestar físico y psicológico de los ciudadanos”, acusaciones de socavar la “integridad del Estado” o de “mancillar la imagen del Estado”. “La interpretación de si una organización se clasifica o no en una de esas categorías, vagamente definidas, corresponde a las autoridades, que incluyen cada vez más en ellas a las organizaciones detractoras del gobierno, preparando así el terreno para la tipificación como delito de las actividades de derechos humanos”. 

También podemos incluir la adopción de medidas encaminadas a limitar el registro de organizaciones sociales o de carácter no gubernamental que incluyen:

· Falta de claridad generalizada acerca de las medidas que deben adoptarse para registrar una organización, de acceso a información suficiente a nivel local para llevar a cabo el proceso o informaciones contradictorias y cambiantes de los distintos organismos del Estado acerca de cómo registrar su entidad; “muchos Estados, tras promulgar nuevas  leyes han impuesto a las organizaciones existentes de derechos humanos la obligación de  volver a registrarse bajo el nuevo régimen, requisito que han utilizado para controlar a  las ONG detractoras de las políticas del gobierno” 

· Rechazo de solicitudes de registro de los defensores de derechos humanos aduciendo que estaban incompletas por no proporcionar información o por no satisfacer detalles administrativos de importancia menor. 

· Solicitud de información “básica” utilizada como medio para retrasar constantemente el registro de las organizaciones. 

· Solicitud de requisitos engorrosos con el fin de disuadir a los individuos de asociarse o crear organizaciones no gubernamentales, altas tasas de registro y moratoria en la respuesta de si el registro ha sido aceptado o no y porqué razón. 

· Prohibición de constituir coaliciones, federaciones o redes de organizaciones. 

· Criterios de registro enunciados de manera ambigua “para que las autoridades tengan amplias facultades discrecionales en su interpretación, lo que entraña denegaciones arbitrarias de registro de organizaciones de derechos humanos”, como que sus actividades “no redundan en beneficio del interés público, sin definir este concepto” o que son “indeseables”, esto ha conllevado, por ejemplo, a que se le pida a las organizaciones que cambien sus objetivos. 

· Dificultades para interponer apelaciones a la negativa de registro o su condicionamiento debido a la complejidad de los procedimientos y a que “los procedimientos llevan mucho tiempo y a la falta de independencia de los organismos de examen del gobierno”. En muchos de los casos “las solicitudes de registro son examinadas por ministerios e incluso dependencias de seguridad estrechamente vinculadas al gobierno” 

Se acostumbra también a ejercer procesos de fiscalización indebida de las organizaciones: 

· La Fiscalización de las organizaciones que agrupan a las y los defensores puede  darse a nivel de gestión de su labor, de sus objetivos o del desarrollo de sus actividades. Constituye un problema común el hecho de que las leyes que regulan a las organizaciones utilizan “definiciones vagas, imprecisas y algunas veces excesivamente amplias de los motivos legítimos para restringir la libertad de asociación, lo que da cabida a interpretaciones diversas que obedecen mucho más a la política del gobierno que a consideraciones estrictamente jurídicas”. 

· Restricción de las actividades de las organizaciones, como por ejemplo a través de leyes dirigidas a “proporcionar orientaciones normativas a las ONG a fin de que armonicen sus actividades a la luz del plan de desarrollo nacional”, con lo que “convierten a las organizaciones de DDHH en simples asociados en la de ejecución de las políticas públicas”. 

· Vigilancia especial para que las “ONG se atengan a su propio estatuto” o mediante la presentación al gobierno de “informes anuales y copias de sus decisiones en materia de gestión, así como de notificarle previamente los eventos que organicen”, lo que ha sido utilizado en algunas oportunidades para “interferir en los programas de derechos humanos” de las organizaciones. 

Disposiciones relativas a la suspensión y la disolución de las Disolución de organizaciones :

· Hostigamiento administrativo. “Las autoridades de determinados ministerios han abusado de su poder para hacer advertencias como medio de intimidar y amenazar a las ONG de derechos humanos. Muchas organizaciones no gubernamentales han sido demandadas o cerradas en virtud de ese procedimiento”. 

· Suspensión de las actividades de las ONG sin examen judicial previo, a través de organismos de gobierno como los ministerios y administraciones territoriales, autorizando, por ejemplo a ministerios para “disolver cualquier asociación que se aparte de su objetivo original o cuyas actividades socaven gravemente el orden público o la seguridad del Estado” o cuando “se estime que hayan alterado su objetivo o persigan objetivos distintos de los declarados” 

Restricciones en relación con organizaciones internacionales y con la financiación de las organizaciones nacionales no gubernamentales

· Sujeción de las organizaciones internacionales a un régimen distinto y algunas veces,  más restrictivo, algunos Estados exigen que “las organizaciones no gubernamentales  internacionales obtengan una autorización previa para funcionar en un país. La  autorización suele depender de una opinión favorable del Ministerio de Relaciones  Exteriores. (...) Según los grupos internacionales de derechos humanos, esos regímenes  discriminatorios han retrasado y, algunas veces, impedido su registro y funcionamiento en  varios países”. 

· Restricción a la cooperación con asociados y organizaciones no gubernamentales  internacionales de DDHH, lo cual se ha traducido en represalias contra las  organizaciones locales. 

· Disposiciones en materia de financiación. “Un número creciente de leyes internas  impone restricciones al origen de los fondos que reciben las ONG y exigen a tales  organizaciones una autorización previa para acceder a fondos internacionales remitidos  por nacionales desde el exterior o por donantes extranjeros” afectando “gravemente a la capacidad de los defensores de los derechos humanos para llevar a cabo sus  actividades” o incluso poniendo en peligro la propia existencia de las organizaciones. 

· Bloqueo de cuentas bancarias de ONG o congelación de sus activos a fin de  impedirles acceder a financiación internacional, así como prohibición de recurrir a ayuda  internacional para organizar “reuniones, manifestaciones o piquetes”, o “redactar y  distribuir propaganda o participar en actividades políticas de otra índole”. 

· Presiones fiscales sobre organizaciones sin ámbito de lucro “para disuadir a los defensores de los DDHH de recibir fondos del exterior” .

